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Providencia: 


SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema:
Se exonera al empleador del pago de la indemnización moratoria cuando se acredita su buena fe, a pesar de la demora en el pago de salarios y prestaciones sociales a la terminación del contrato de trabajo.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, quince de octubre de dos mil nueve
Acta número 0014 del 15 de octubre de 2009
En la fecha, siendo las cuatro de la tarde, tal como oportunamente se programara, esta Sala y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación que el apoderado de la demandante formula en contra de la sentencia dictada el 26 de marzo pasado, por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral que Yenny Andrea Oviedo Mayor le promueve a Gildardo de Jesús Zuluaga 
El proyecto de decisión final presentado por el ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los demás miembros de la Colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Manifiesta la actora, por intermedio de apoderado judicial, que el 5 de noviembre de 2006 suscribió contrato de trabajo a término indefinido con el señor Gildardo de Jesús Zuluaga para desempeñarse como cajera, con una remuneración semanal de $150.000 pesos, cumpliendo un horario semanal entre las 6:30 de la mañana y  las 9:00 de la noche; los días domingos y festivos laboraba desde las 6:30 de la mañana a 4:30 de la tarde, que durante la relación laboral únicamente descansó un solo día domingo. Señala que el contrato de trabajo fue terminado el 01 de diciembre de 2006 en forma unilateral sin que mediara justa causa para ello y sin que se le hiciera queja o llamado de atención alguno. Adiciona que no se le canceló la última semana laborada, la cual correspondía del 26 de noviembre de 2006 al 01 de diciembre de igual data, al igual que sus prestaciones sociales, horas extras diurnas y nocturnas.

Pretende en consecuencia que se declare que entre la accionante y el demandado existió un contrato de trabajo, el cual fue terminado en forma unilateral y sin justa causa en el que se adeudan la última semana laborada, cesantías en el periodo comprendido entre el 05 de noviembre al 01 de diciembre, intereses a las cesantías, vacaciones, prima de servicios, recargos dominicales y festivos, además de la sanción moratoria, costas y agencias en derecho. 
Se inadmitió la demanda por medio de providencia del 5 de junio de 2008, fl. 10, corregida, fue admitida por auto del 20 de junio de 2008, ordenándose en la misma providencia correr el respectivo traslado a la demandada, fl. 12. 
El señor Gildardo de Jesús Zuluaga, por intermedio de apoderado dio respuesta a la acción, fls. 15-19, pronunciándose sobre los hechos, oponiéndose a la prosperidad de las pretensiones y excepcionando Inexistencia de las prestaciones e indemnizaciones demandadas, Compensación y la Genérica. 
La conciliación fracasó y luego de superadas otras etapas se abrió el debate a prueba, decretando las que a las partes interesaron, fl. 28.

La audiencia de juzgamiento se realizó el 26 de marzo de 2009, fl. 46; en la sentencia que se dictó en esa fecha, la jueza de primera instancia declaró que de acuerdo a las manifestaciones provenientes del accionado y las deposiciones de los testigos en las que se señala que la actora no regresó al lugar de trabajo una vez se le requirió para cuadrar los faltantes en la caja, ponen de presente que efectivamente existió un contrato de trabajo entre ésta y el señor Gildardo de Jesús Zuluaga, dentro del cual no fue cancelada la última semana de trabajo, así mismo que la accionante no recibió dinero alguno por concepto de prestaciones.
Se señala en el fallo recurrido, respecto de la sanción impuesta a la accionante por su injustificada asistencia a la diligencia en la que debía absolver el interrogatorio de parte, que se presumieron como ciertos los hechos que en éste medio probatorio se señalaron, tales como que el contrato de trabajo terminó por voluntad de la señora Oviedo Mayor, como consecuencia de los requerimientos que se le hicieron para que justificara los faltantes en caja, coligiendo que no hay lugar a la pretensión de indemnización por despido injusto, prosperando solo el reconocimiento del salario y prestaciones correspondientes a la última semana de trabajo; lo anterior teniendo en cuenta que no prosperaron los medios defensivos propuestos por el demandado frente a estas condenas.
Respecto de la indemnización moratoria, consideró la dispensadora de justicia que ésta no era una sanción de aplicación inmediata e inexorable y que en atención a las justificadas razones expuestas por el demandado en el plenario, se pone de presente la buena fe, exonerándolo de ella; por último condenó en un 50% en costas a la parte demandante teniendo en cuenta la prosperidad parcial de las pretensiones.
Inconforme con esa decisión, se alzó en apelación la demandante, manifestando su desacuerdo por la absolución de que fue objeto el accionado respecto de la indemnización contenida en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, pues la norma era clara al establecer que ésta se le debía pagar al trabajador cuando no se le cancelaban inmediatamente sus prestaciones, independiente de que exista buena o mala fe por parte del empleador, desconocimiento de la norma o poca ilustración. Agrega que cuando un trabajador ha incurrido en una conducta sancionable por el código penal, es ante ésta jurisdicción a que debe acudir el empleador y no atribuirse acciones tales como retenerle al trabajador su liquidación; que las razones presentadas por el demandado no son atendibles para afirmar que hubo buena fe de su parte, ni ignorancia de la norma, pues se trata de un avezado comerciante, propietario de establecimientos de comercio.
Concluye afirmando que no es carga del trabajador probar la mala fe del empleador al no pagar a tiempo sus prestaciones laborales, pues la única exculpación que acepta la jurisprudencia para exonerar de responsabilidad al empleador por esta omisión de cancelar las prestaciones es cuando se actúa bajo la errada convicción que se está frente a un contrato comercial y no laboral, así entonces, son estas las razones que esboza para que se revoque sentencia de primera instancia y en su lugar se condene al empleador al pago de la sanción moratoria y a la sanción por no consignación o pago a tiempo de las cesantías de la trabajadora.

Concedido el recurso se remitieron las diligencias a esta Sala disponiéndose el trámite propio de la instancia y como quiera que no se observan nulidades en la actuación se procede a resolver con apoyo en las siguientes, 

CONSIDERACIONES  

Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.

El recurso de alzada, se centra en la inconformidad manifestada por la parte actora por la absolución de que fue objeto el demandado respecto de la indemnización moratoria y la sanción por no consignación de las cesantías en un fondo, aunque se debe hacer claridad que respecto de la segunda de las sanciones solicitadas en el recurso, nada se pidió en la demanda, por lo que sobre ella ningún pronunciamiento se hará en esta instancia, en virtud del principio de congruencia contenido en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil.
Establecido lo anterior, tenemos que la decisión que ha de emitir éste Juez Colegiado, se limitará a definir si la actuación del empleador, en el caso concreto, estuvo revestida o no de buena fe, de lo cual dependerá que se acceda a la imposición de la indemnización por no pago o moratoria, conforme a lo establecido en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, pues como reiteradamente se ha pronunciado ésta Corporación, haciendo referencia a los profusos pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia al respecto, dicha sanción no opera ipso facto o automáticamente, coincidiendo todos en que para determinar la imposición o no de tan drástico castigo debe el operador judicial analizar la actitud desplegada por el empleador, pues si se demuestra que este actúo con buena fe, puede lograr su absolución.
Al respecto ha indicado el máximo órgano de la Jurisdicción Ordinaria:

“Cuando el Tribunal manifestó “Ha sido reiterada la jurisprudencia respecto a la aplicación de la indemnización moratoria, señalándose que la misma no es de aplicación inmediata sino que ella depende de la buena o mala fe con la que actuó el empleador durante o a la finalización de la relación laboral”, realizó una interpretación adecuada del artículo en cuestión.

Al respecto, es pertinente anotar que el juez ad quem, para confirmar la absolución por la pretensión de la indemnización moratoria no le hizo producir efectos al  artículo 65 del CST, que consagra la indemnización por falta de pago de salarios y prestaciones sociales a la terminación del contrato de trabajo, por considerar que en el sub examine se daba la acreditación de buena fe del empleador en la falta en que incurrió por no proceder al pago oportuno de las acreencias laborales.

En efecto se ha dicho que la sanción conocida como “salarios caídos”, no opera de manera automática, sino que se debe analizar el comportamiento del empleador durante la vinculación y a su terminación, y si de ello se desprende que pudo creer de buena fe que no existía relación laboral, se le debe exonerar de la indemnización moratoria.” (
)
En reciente pronunciamiento ratificó su posición respecto a la buena fe como eximente de la sanción por mora:

“Ha sostenido la jurisprudencia de esta Sala que las sanciones moratorias, como las reclamadas en este caso, no son de aplicación automática ni inexorable, sino que en cada caso, para su aplicación, se deben analizar por el juez las circunstancias o razones aducidas por el deudor moroso o incumplido a fin de determinar si su actuar estuvo revestido de buena fe, pues en caso de que dichas razones o circunstancias sean atendibles, no procede la sanción.” (
)
En posterior providencia, afirmó el Alto Tribunal:

“La sentencia recurrida se fundó en un reiterado criterio jurisprudencial que permite exonerar al empleador de la indemnización moratoria cuando quiera que, aparezca probado en el proceso que su conducta estuvo revestida de buena fe al discutir la existencia del contrato de trabajo con razones serias, posición doctrinal que constituye uno de los soportes doctrinales de la Sala, que se ha mantenido invariable desde sus orígenes…” (
)
En el mes de mayo de 2009, sostuvo:

“Ahora bien, como lo explica el cargo, el artículo 65 del C. S. del T. “no contiene ningún condicionamiento adicional al no pago en su debida oportunidad” de los salarios y prestaciones del trabajador a la terminación del contrato de trabajo, esto es, no consagra la buena fe del empleador, como eximente de responsabilidad. Sin embargo, la jurisprudencia no ha interpretado de manera literal dicho precepto, porque ha estimado que la buena fe es un elemento que se encuentra implícito y que debe siempre examinarse la conducta del empleador. 

De modo que no se muestra desacertado que el Tribunal analizara la conducta de la sociedad accionada, esto es, si actúo o no con buena fe, apoyado en jurisprudencia de esta Corporación.” (
) 

Debe decirse entonces que razón le asistió a la falladora de primera instancia, toda vez que conforme a las providencias citadas y como atrás se afirmó, ha sido posición inveterada de la Corte Suprema de Justicia, acogida por ésta Sala, que la buena fe es eximente de culpa en casos como el presente, en el cual se demostró que el empleador había venido cumpliendo con su obligación respecto del pago semanal del salario, y de dominicales y festivos; así mismo que la relación laboral finiquitó por causa ajena a él, toda vez que fue la señora Yenny Andrea Oviedo Mayor la que se sustrajo de la prestación personal del servicio ante el requerimiento hecho por éste por los continuos faltantes en la caja, deduciendo el señor Zuluaga erróneamente que de esta forma se compensaban los susodichos faltantes con las sumas que le requirió a Yenny Andrea Oviedo; apreciación que si bien es desacertada, es razonable para quien no tiene estudios jurídicos, únicamente de básica primaria, fl.37, máxime cuando al contestar la demanda fl. 22-24 en momento alguno intenta desconocer la relación laboral que vinculó a las partes, el salario devengado, entre otros aspectos, solo ratifica su convicción en la mora del pago de las prestaciones por el abandono y faltantes de dinero por parte de la trabajadora, sin que se advierta por ello mala fe en su actuar. 
Visto lo precedente, es menester de esta Corporación, impartir confirmación a la decisión de primera instancia en lo que atañe al recurso de apelación objeto de estudio.
A tono con lo discurrido la Sala Laboral de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA, la decisión objeto de apelación. 

Costas en esta instancia no se causaron.

Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y  firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

(�). CSJ. Sent. de 1° de marzo de 2006. M.P. Eduardo López Villegas. Rad. 26757. Acta 14.


(�). CSJ. Sent. de 9 de abril de 2008. M.P. Francisco Javier Ricaurte Gómez. Rad. 30260. Acta 16.


(�). CSJ. Sent. de 17 de febrero de 2009. M.P. Gustavo José Gnecco Mendoza. Rad. 32996. Acta 6.


(�). CSJ. Sent. de 5 de mayo de 2009. M.P. Camilo Tarquino Gallego. Rad. 34107. Acta 17.
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